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A diferencia de la organización territorial portuguesa, 
en España la distribución del poder responde al canon 
propio de los denominados “Estados descentralizados”, 
en los que el poder se encuentra dividido entre el Estado 
central y los distintos niveles territoriales, que en nuestro 
caso son las Comunidades y las Entidades Locales, donde 
se encuentran incluidas las Provincias e Islas, así como 
los Municipios y Mancomunidades. Debido al concreto 
objeto de este libro, entendemos que podemos prescindir 
del análisis de las Islas, junto con sus instituciones de 
gobierno y administración, los Cabildos y los Consejos 
Insulares, así como de las Ciudades Autónomas, para 
centrarnos más en aquellas instituciones propias del 
área geográfica que ahora nos incumbe. 

En primer lugar, debemos señalar que el marco 
jurídico constitucional que rige la descentralización en 
España queda conformado por los preceptos contenidos 
en el Título VIII (De la Organización Territorial del Estado, 
artículos 137 a 158). El artículo 137 CE prevé que tanto 
las Comunidades Autónomas, como los municipios y 
las provincias, gozan de autonomía para la gestión de 

Los niveles 
competenciales 
españoles

sus respectivos intereses, siempre teniendo presente 
el principio de solidaridad previsto en los artículos 2 y 
138 CE. 

Sin embargo, nuestra Constitución no recoge 
los detalles respecto del modelo territorial, por lo que 
debemos remitirnos a normas más específicas, como 
los Estatutos de Autonomía (EEAA) en el caso de las 
Comunidades Autónomas (CCAA), o la Ley 7/1985, de 
2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local 
(LRBRL), relativa a la autonomía local, que debe ser 
completada por lo dispuesto en las leyes autonómicas, 
como veremos más adelante.

Una vez expuestos estos rasgos generales de la 
descentralización política en España, pasamos al análisis 
de las Comunidades Autónomas, por un lado, y de las 
Entidades Locales, donde incluiremos las provincias, los 
municipios y las mancomunidades, por otro. Asimismo, 
en un apartado final nos referiremos a la presencia de 
la Administración Periférica del Estado en estos niveles 
territoriales, a través de las figuras de los Delegados de 
Gobierno en las CCAA y los Subdelegados del Gobierno 
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en las Provincias; equivalentes, ellos, a los ya extintos 
Gobernadores Civiles de los distritos portugueses.

1 Las Comunidades Autónomas

Conforme a lo dispuesto en el artículo 143.1 CE, el dere-
cho a la autonomía corresponde a las provincias limítrofes 
con características históricas, culturales y económicas 
comunes, los territorios insulares y las provincias con 
entidad regional histórica; así como el artículo 144 CE 
en su apartado a) recoge la posibilidad de crear CCAA 
uniprovinciales. Por tanto, vemos cómo la Constitución 
utilizó como base la provincia, unidad territorial asenta-
da en España, pues dicho modelo de organización se 
remonta a 1833, cuando Javier de Burgos utilizó este 
sistema de división territorial. Extremadura se configura 
como una Comunidad Autónoma biprovincial, ya que 
está integrada por las provincias de Cáceres y Badajoz. 

Las provincias, diseñadas por el poder central al 
modo francés, pueden ser equiparadas a los distritos 
portugueses, y las Comunidades Autónomas que con 
su unión se forman, salvando todas las distancias, a las 
Regiones Administrativas que la Constitución portuguesa 
contempla y que aún no han sido implementadas en el 
país vecino. El sustitutivo de éstas, como órganos de 
desconcentración y coordinación regional, son las Co-
misiones de Coordinación y Desarrollo Regional (CCDR), 
que no gozan de autonomía político-legislativa.

Los Estatutos de Autonomía (EEAA) son la norma 
institucional básica de las Comunidades Autónomas 
y deben tener un contenido mínimo, como dispone el 
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artículo 147.2 CE: la denominación de la Comunidad 
que mejor corresponda a su identidad histórica; la deli-
mitación de su territorio; la denominación, organización 
y sede de las instituciones autónomas propias; y las 
competencias asumidas dentro del marco establecido 
en la Constitución y las bases para el traspaso de los 
servicios correspondientes a las mismas. 

La capital de la Comunidad Autónoma de Extrema-
dura es la ciudad de Mérida, perteneciente a la provincia 
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de Badajoz, y es por tanto la sede de las instituciones 
de autogobierno. Entre tales instituciones debemos 
señalar el papel de parlamentos autonómicos, como es 
el caso de la Asamblea de Extremadura, ya que esta 
es la institución que encarna la autonomía política de 
la Comunidad. Al contrario de la Assembleia Distrital, la 
Asamblea autonómica recoge la representación directa 
de la población del territorio en elecciones periódicas 
cada cuatro años y tiene potestad legislativa. Cada uno 
de los EEAA establecerá las concretas condiciones del 
sistema electoral, teniendo en cuenta en todo momento 
lo dispuesto por la CE y las leyes de régimen electoral. 
Si tomamos como ejemplo el caso de Extremadura, 
podemos ver cómo el artículo 17 de su EA se refiere 
a las elecciones, estableciendo que la Asamblea es-
tará compuesta por 65 miembros, elegidos a través 
de elecciones periódicas por sufragio universal, libre, 
igual, directo y secreto, de acuerdo con criterios de 
representación proporcional. Las elecciones deben 
ser convocadas mediante decreto del Presidente de la 
Comunidad y el derecho de sufragio, tanto activo como 
pasivo, corresponde a los ciudadanos extremeños en 
pleno uso de sus derechos. La circunscripción electoral 
es la provincia.

Además del Parlamento autonómico, debemos 
referirnos al ejecutivo, teniendo en cuenta que las fun-
ciones ejecutivas corresponden al Presidente, el Consejo 
de Gobierno, los Vicepresidentes y los Consejeros. 

El Presidente será elegido por el Parlamento auto-
nómico de entre sus miembros (sistema parlamentario), 
en una votación de investidura, en la que el candidato 

deberá obtener mayoría absoluta (más de la mitad del 
total de los miembros del Pleno; en el caso de Extrema-
dura serían 33) para ser proclamado Presidente y, si no 
se alcanza, se procederá a una nueva votación 48 horas 
después de la primera, pero ahora bastará con mayoría 
simple (más votos a favor que en contra) .

Corresponde al Presidente, según dispone el ar-
tículo 152.1 CE, la dirección del Consejo de Gobierno, 
la suprema representación de su Comunidad y la repre-
sentación ordinaria del Estado en ella. Respecto de la 
suprema representación de la Comunidad, esta tiene dos 
vertientes: una simbólica y de contenido protocolario, 
como personificación de las instituciones de la Comuni-
dad ante otros entes públicos, incluidos los portugueses 
en las relaciones de cooperación transfronteriza; y una 
jurídica, ya que es el representante jurídico único de la 
Comunidad en todas las relaciones entabladas por la 
Comunidad, tanto públicas como privadas. Respecto de 
la representación ordinaria del Estado en la Comunidad, 
esta implica que el Presidente representa al Estado glo-
balmente, ya que es él quien se encarga de promulgar las 
leyes autonómicas o de disolver y convocar el Parlamento 
autonómico, por ejemplo. Sin embargo, esto no implica 
atribución del estatus característico de las instituciones 
centrales del Estado, ya que la representación del Estado 
en las CCAA corresponde a los Delegados de Gobierno, 
como veremos. Corresponde al Presidente designar y 
cesar a los miembros del Consejo de Gobierno, dirigir y 
coordinar su actuación y, en general, la dirección política. 

Lo más habitual es que el Consejo de Gobierno 
de las CCAA siga el esquema del Consejo de Ministros 
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del Estado central, similar al Conselho de Ministros 
portugués, de modo que tendrá atribuidas las mismas 
competencias que este, pero a nivel autonómico (por 
ejemplo: iniciativa legislativa, ejercicio de la potestad 
reglamentaria, dirección política o control de la Admi-
nistración). En Extremadura, están especificadas en 
el artículo 32 de su Estatuto, donde además el poder 
ejecutivo es dotado de su peculiar denominación, Junta 
de Extremadura, como órgano colegiado que ejerce 
las funciones propias del Gobierno de la Comunidad. El 
número de consejeros variará entre las distintas CCAA y 
entre las distintos gobiernos que se vayan sucediendo. 
A su vez, cada Consejero dirigirá la correspondiente 
Consejería, equivalentes a los Ministerios del Estado 
central, cuya configuración será piramidal y jerárquica, 
y cuya naturaleza será la de órganos políticos y mera-
mente administrativos. 

Desde el punto de vista económico y financiero, 
las CCAA disponen de gran autonomía de gestión, pues 
tienen capacidad para aprobar sus propios presupuestos 
anuales, determinando sus recursos propios mediante 
tributos, tasas y recargos. El sistema general de finan-
ciación de las Comunidades Autónomas, compuesto 
también por los tributos cedidos por el Estado y la par-
ticipación en los tributos estatales, debe garantizar en 
todo caso el principio de solidaridad territorial (artículos 
2 y 138 CE), así como un nivel mínimo en la prestación 
de los servicios públicos fundamentales, sin que ello 
exija una estricta uniformidad. A pesar de ello, existen 
dos CCAA que, en virtud de su régimen foral, disponen 
de regímenes particulares: el País Vasco y Navarra. 

Extremadura, por tanto, pertenece al régimen común 
de financiación autonómica.

Además de estas instituciones “básicas”, exis-
ten otras instituciones propias de cada Comunidad, 
cuya creación es totalmente voluntaria, como son los 
Consejos Consultivos, los Tribunales de Cuentas o los 
Consejos Económicos y Sociales. Aunque casi todas 
las CCAA crearon este tipo de órganos, vemos que su 
auge ha decaído, hasta el punto de que, por ejemplo, en 
Extremadura se eliminó el Consejo Consultivo en 2016, 
hasta ese momento encargado de aconsejar en materia 
jurídica a las instituciones regionales.

Finalmente, debemos señalar que a pesar de que se 
haya producido a nivel autonómico la descentralización 
política y administrativa, en España no hay descentrali-
zación judicial. Por tanto, los Tribunales Superiores de 
Justicia que radican en las CCAA no forman parte del 
nivel autonómico, sino que estos culminan, sin perjuicio 
de la jurisdicción que corresponde al Tribunal Supremo, 
la organización judicial del Estado central en el ámbito 
territorial de la Comunidad. En el caso extremeño, el 
Tribunal Superior de Justicia de Extremadura no se 
encuentra en la capital de la comunidad autónoma, sino 
en Cáceres, por motivos históricos ajenos al proceso de 
descentralización política.

2 Las Entidades Locales

El artículo 140 CE garantiza la autonomía de los munici-
pios, mientras que el artículo 141.1 CE caracteriza a la 
provincia como aquella entidad local con personalidad 
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jurídica propia, compuesta por la agrupación de varios 
municipios (como el distrito portugués). Las mancomu-
nidades tienen cabida gracias a la cláusula contenida 
en el artículo 141.3 CE, que permite la creación de agru-
paciones de municipios diferentes de la provincia, y son 
las equivalentes a las Comunidades Intermunicipais. 

La Constitución únicamente se refiere a la auto-
nomía administrativa de las entidades locales, pero no 
desarrolla su contenido, por lo que debemos remitirnos 
al contenido de las leyes para encontrar su desarrollo. 
Concretamente, el artículo 4.1 de la Ley 7/1985, de 2 
de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local 
(LRBRL) el que contiene las potestades y prerrogativas 
que les corresponden: 

—    ��Las potestades reglamentaria y de autoorganización.
—    �Las potestades tributaria y financiera.
—    ��La potestad de programación o planificación.
—    �Las potestades expropiatoria y de investigación, 

deslinde y recuperación de oficio de sus bienes.
—    �La presunción de legitimidad y la ejecutividad de 

sus actos.
—    ��Las potestades de ejecución forzosa y sancionadora.
—    �La potestad de revisión de oficio de sus actos y 

acuerdos.
—    �Las prelaciones y preferencias y demás prerrogativas 

reconocidas a la Hacienda Pública para los créditos 
de la misma, sin perjuicio de las que correspondan a 
las Haciendas del Estado y de las comunidades autó-
nomas; así como la inembargabilidad de sus bienes 
y derechos en los términos previstos en las leyes. 

El artículo 4.3 LRBRL se refiere a las mancomunidades 
de municipios, estableciendo que les corresponderán, 
de entre las que acabamos de señalar, aquellas potesta-
des que determinen sus Estatutos y, si no lo recogen, se 
entiende que gozan de todas ellas. Las mancomunidades, 
como las Comunidades Intermunicipales, se forman por 
la concurrencia de la libre voluntad de los municipios 
que deciden asociarse para prestar servicios en común 
y beneficiarse de una mejor economía de escala.

Nos hemos referido a las competencias propias de 
las entidades locales, pero el artículo 7 LRBRL establece 
que el Estado o las CCAA podrán delegar el ejercicio de 
sus respectivas competencias, siempre que se cumpla 
con el marco legal establecido. Excepcionalmente, el 
apartado cuarto de dicho artículo se refiere a la posi-
bilidad de ejercitar competencias distintas (ni propias, 
ni delegadas) siempre que no se ponga en riesgo la 
sostenibilidad financiera del conjunto de la Hacienda 
municipal y no se dé duplicidad de funciones con otra 
Administración, por lo que es un requisito imprescindi-
ble el informe previo de la Administración competente 
sobre estos aspectos.

Finalmente, debemos especificar que en Extrema-
dura existen dos leyes autonómicas a las que debemos 
atender respecto de la regulación de las entidades 
locales: la Ley 3/2019, de 22 de enero, de garantía de 
la autonomía municipal de Extremadura (LGAMEx); y la 
Ley 17/2010, de 22 de diciembre, de mancomunidades y 
entidades locales menores de Extremadura (LMELMEx), 
modificada por la Ley 5/2015, de 5 de marzo. Por tanto, 
en nuestra exposición utilizaremos como base la LRBRL 
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y nos remitiremos a las leyes extremeñas respecto de 
aquellos aspectos que difieran del régimen general.

2.1 Los Municipios

El municipio es la entidad local básica de la organi-
zación territorial del Estado y goza de personalidad 
jurídica propia y plena capacidad para el cumplimiento 
de sus fines. Cada municipio podrá pertenecer a una 
sola provincia y ejercerá sus competencias sobre un 
determinado territorio, denominado término municipal 
(el “concelho” portugués). Por tanto, podemos decir que 
el municipio es aquel núcleo de población que tiene 
un territorio determinado y goza de autonomía para la 
gestión de sus intereses.

Actualmente, nos encontramos en España con un 
panorama polarizado. En nuestras 50 provincias existen 
8.131 municipios, pero su distribución es muy desigual, 
ya que únicamente el 1,04% tiene una población superior 
a los 50.000 habitantes, mientras que el 61% no supera 
los 1.000 habitantes. Es lo que la doctrina denomina 
como “inframunicipalismo”, fenómeno que no se da 
en Portugal debido a la amplitud de los municipios y a 
su reducido número, fruto también de la integración en 
ellos de las freguesias, cuyo equivalente es prácticamen-
te inexistente en España. Es más, aquí lo más seguro 
es que todas esas freguesias constituirían municipios 
propios, pues es lo que ya acontece con los núcleos de 
escasa población. Con independencia del tamaño, los 
vecinos de un municipio (inscritos correctamente en el 
padrón municipal) tienen reconocidos ciertos derechos 
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en el artículo 18 LRBRL, como es el de sufragio activo y 
pasivo, el derecho de información o la exigencia de pres-
tación de los servicios públicos que sean competencia 
municipal propia de carácter obligatorio.

Respecto de organización, como regla general, el 
Gobierno y la administración municipal corresponden al 
Ayuntamiento (el Municipio portugués), cuyos órganos 
de gobierno son el Alcalde (preside la corporación mu-
nicipal, similar al Presidente de la Cámara portugués), 
los tenientes de alcalde (sustituyen al primero, como 
el vicepresidente de la Cámara), la Junta de Gobierno 
Local (obligatoria únicamente en municipios cuya 
población supere los 5.000 habitantes), y el Pleno 
(similar a la Assembleia municipal), integrado por los 
Concejales, que son elegidos mediante sufragio uni-
versal, igual, libre, directo y secreto, por los vecinos 
del municipio. A diferencia del sistema portugués, el 
alcalde-presidente será elegido por mayoría absoluta 
de los concejales que conforman el pleno, entre los pri-
meros candidatos que encabezan las listas electorales 
y, de no alcanzarse, sería proclamado el concejal que 
encabece la lista más votada. Así, no hay separación 
absoluta entre el Pleno y el equipo de gobierno, como 
sí ocurre en Portugal entre la Asamblea Municipal y la 
Cámara Municipal. Es más, en España, el Alcalde es 
también el que preside el Pleno y, por supuesto, tiene 
derecho de voto como un concejal más. La legitimidad 
del alcalde y de su equipo de gobierno depende, por 
tanto, del pleno, a diferencia de la Cámara Municipal 
que, aun siendo el órgano ejecutivo, es directamente 
elegida por los vecinos del municipio.

El Ayuntamiento cuenta con un Secretario, que es 
el funcionario que goza de independencia y que fiscaliza 
y vela por el cumplimiento de la legalidad desde el muni-
cipio. Asimismo, debe haber un Interventor y un Tesorero, 
encargados de la correcta ejecución presupuestaria.

En relación con el sufragio, tanto activo como 
pasivo, debemos señalar que tras la reforma de la Cons-
titución Española para adecuarse a los Tratados de la 
Unión Europea, el nuevo artículo 13 CE establece la 
extensión de este derecho a los ciudadanos de la UE y de 
terceros países cuya legislación lo permita, residentes en 
España, en las mismas condiciones que los españoles. 
Por tanto, los ciudadanos portugueses pueden disfrutar 
de los derechos de sufragio activo y pasivo (y poder, por 
ende, presentarse como candidatos) en las elecciones 
municipales, siempre y cuando estén empadronados 
en el municipio en cuestión y vivan efectivamente en él. 

Las competencias del Alcalde, que es el Presi-
dente de la Corporación (gobierno municipal) están 
recogidas en el artículo 21 LRBRL. Este artículo cierra 
con una cláusula abierta: también formarán parte de sus 
competencias todas aquellas expresamente atribuidas 
por las leyes y las que, siendo atribuidas por el Estado o 
las CCAA al municipio, no correspondan a otro órgano 
municipal. 

Respecto del Pleno del Ayuntamiento, integrado 
por todos los Concejales y presidido por el Alcalde, le 
corresponden las potestades normativas, potestades de 
control sobre el resto de órganos (en especial, sobre el 
Alcalde) y toma de decisiones en materias organizativa, 
financiera y procesal. 
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Respecto de las competencias que corresponden 
al municipio, debemos remitirnos a lo dispuesto por los 
artículos 25 a 27 LRBRL, así como, en Extremadura, a los 
artículos 10 a 17 LGAMEx. Simplificando, vemos que la 
ley extremeña divide sus competencias en cuatro áreas: 
institucional, organizativa y de seguridad; territorio e 
infraestructuras; actividad y promoción económica; y 
servicios a las personas.

Al igual que ocurre en los municipios portugueses, 
el Pleno es el que tiene las potestades más relevantes 
y principales, pues es el que aprueba el presupuesto 
municipal, concede las autorizaciones al Alcalde para 
las operaciones de crédito y gasto, y supervisa y fiscaliza 
las actuaciones del equipo de gobierno, pudiendo en 
cualquier momento someter al mismo a una moción de 
censura que, de prosperar por mayoría absoluta de sus 
miembros, obliga al cese del Alcalde y al nombramiento 
de otro concejal en su sustitución. El Pleno actúa, por 
tanto, como una verdadera cámara parlamentaria de 
un sistema parlamentario como el que tiene Portugal 
a nivel nacional (Asamblea de la República-Gobierno).

En cuanto a las normas municipales, estas se dividen 
en resoluciones de alcaldía o bandos (aprobados por el 
Alcalde directamente), y normas generales de obligado 
cumplimiento denominadas “Ordenanzas municipales”. 
Las primeras se corresponden con las editais portugue-
sas y las segundas con los regulamentos municipais. En 
España las ordenanzas deben ser publicadas en el Boletín 
Oficial de la provincia correspondiente; en el caso de Ex-
tremadura, o en el de Cáceres o en el de Badajoz depen-
diendo de la provincia a la que pertenezca el municipio.

Alcalde

Pleno del 
Ayuntamiento

AYUNTAMIENTO

AYUNTAMIENTO

AYUNTAMIENTOVecinos del municipio

MANCOMUNIDAD

2.2 Las Provincias

La provincia, como dispone el artículo 31 LRBRL, es 
una entidad local predeterminada por la agrupación 
de Municipios, con personalidad jurídica propia y ple-
na capacidad para el cumplimiento de sus fines, entre 
ellos, garantizar los principios de solidaridad y equilibrio 
intermunicipales, en el marco de la política económica 
y social. Por tanto, sus objetivos y competencias serán 
distintos a los que hemos explicado respecto de los 
municipios, consistiendo básicamente garantizar una 
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adecuada e integral prestación de los servicios muni-
cipales, ayudando a aquellos municipios con menor 
capacidad económica, así actuar como nexo entre la 
administración local y las administraciones autónoma 
y estatal. 

El gobierno y la administración autónoma de la 
Provincia corresponden, con carácter general, a la Dipu-
tación Provincial, que se caracteriza por ser un órgano 
de elección indirecta, debido a que está compuesta por 
miembros de los partidos políticos que hayan obteni-
do concejales en un partido judicial en el seno de las 
elecciones locales. Los partidos judiciales son viejas 
divisiones administrativas que se corresponden con el 
radio de acción de los tribunales de justicia en el terri-
torio, y que están presididas por una “cabeza de partido 
judicial”. En el caso de Extremadura, contamos con las 
Diputaciones Provinciales de Cáceres y de Badajoz, 
correspondientes a las provincias igual denominadas 
(las dos de mayor extensión en España), cuyo objetivo es 
garantizar la solidaridad y el equilibrio intermunicipales 
e impedir la discriminación en el acceso a los servicios 
públicos por razón de residencia (artículo 19 LGAMEx).

Aunque históricamente es la provincia la que ha 
gozado de mayor relevancia a la hora de definir el modelo 
territorial español (existen desde 1836), la tendencia en 
las últimas décadas ha favorecido su difuminación y el 
recorte de sus competencias a favor de las Comunida-
des Autónomas.

La Diputación Provincial debe contar obligatoria-
mente determinados órganos: Presidente, Vicepresi-
dentes, Junta de Gobierno y Pleno. 

Cáceres

Badajoz
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El Pleno de la Diputación Provincial está compuesto 
por el Presidente y los Diputados provinciales, como 
dispone el artículo 33 LRBRL. La forma de elección de 
estos Diputados se recoge en la Ley Orgánica 5/1985, de 
19 de junio, del Régimen Electoral General (LOREG), de 
modo que su número dependerá de la escala recogida 
en el artículo 204 LOREG:

Número de residentes Diputados

Hasta 500.000 25

De 500.001 a 1.000.000 27

De 1.000.001 a 3.500.000 31

De 3.500.001 en adelante 51

Este artículo continúa estableciendo el reparto de los 
Diputados entre los distintos partidos judiciales. Este 
se realizará proporcionalmente, atendiendo al número 
de residentes. Serán elegidos en función del número 
de votos que haya obtenido cada partido político en el 
ámbito del partido judicial, con la ayuda de la Junta Elec-
toral de la zona correspondiente, utilizando la fórmula 
recogida en el artículo 163 Ley Orgánica del Régimen 
Electoral General.

La Junta de Gobierno está compuesta por el Pre-
sidente y un número de Diputados no superior al tercio 
del número legal de los mismos, teniendo en cuenta 

Presidente de la 
Diputación

Pleno de la Diputación

Diputados Provinciales

PROVINCIA DIPUTACIÓN 
PROVINCIAL

Ayuntamientos

Partido  
Judicial

Partido  
Judicial

Partido  
Judicial

Partido  
Judicial

POBLACIÓN  
DE LA PROVINCIA
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que estos serán nombrados y separados libremente 
por el primero, dando cuenta al Pleno. Sus funciones 
son la asistencia al Presidente en el ejercicio de sus 
atribuciones, junto con aquellas que provengan de la 
delegación de este o por previsión de las leyes.

2.3 Las Mancomunidades

Tras referirse a las provincias y municipios, la legislación 
española contempla la existencia de “otras entidades 
locales”, las comarcas, las áreas metropolitanas y 
las mancomunidades. En Extremadura, la institución 
más cercana es la de las mancomunidades, ya que 
contamos con 38 mancomunidades integrales (aque-
llas que cumplen lo dispuesto en los artículos 19 y 
siguientes LMELMEx), similares a las comunidades 
intermunicipales portuguesas. Como se aprecia en 
el mapa, solo los grandes municipios, sobre todo los 
de las dos capitales provinciales, Badajoz y Cáceres, 
carecen de mancomunidades, pues no las precisan 
como apoyo a la prestación de servicios al valerse por 
ellos mismos dada su capacidad financiera, adminis-
trativa y operativa.

Conforme a lo dispuesto en el artículo 44 LRBRL, 
existe un derecho de asociación de los municipios entre 
sí, bajo la forma de mancomunidades, para la ejecución 
en común de obras y servicios determinados de su 
competencia. El artículo 4 LMELMEx las define como 
entidades locales voluntarias de carácter no territorial, 
que gozan para el cumplimiento de los fines señalados 
en sus estatutos de personalidad y capacidad jurídica 
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propia, distinta de la de los municipios y entidades lo-
cales menores que las integran. 

Se rigen por sus propios Estatutos, aprobados 
conforme a la legislación autonómica y sus órganos de 
gobierno deben ser, en todo caso, representativos de 
los ayuntamientos mancomunados. 

El gobierno y la administración de la mancomuni-
dad corresponden a la Asamblea (similar a la Asamblea 
Intermunicipal portuguesa), integrada por todos los repre-
sentantes de los municipios y entidades locales menores 
mancomunadas, y a su Presidente, asistidos por la Junta 
de Gobierno. Además de estos tres órganos, también 
serán necesarios la Comisión Especial de Cuentas y 
un Vicepresidente (mínimo). Pero existe la posibilidad 
de crear órganos complementarios mediante previsión 
estatutaria. Sus competencias mínimas están recogidas 
en el artículo 29 LMELMEx, pero sus estatutos podrán 
recoger otras competencias, cuyo ejercicio podrá ser 
delegado al Presidente y en la Junta de Gobierno (no 
así las mínimas). Como regla general, los acuerdos se 
adoptarán por mayoría simple, salvo excepciones (como 
la alteración del nombre o la propuesta de modificación 
de los estatutos).

La Junta de Gobierno está compuesta por el Pre-
sidente y el Vicepresidente de la mancomunidad, así 
como un número de representantes de los municipios 
y entidades locales menores mancomunados nunca 
superior a un tercio del número de miembros de la 
Asamblea. Los estatutos de la mancomunidad regularán 
el nombramiento de sus miembros, así como recogerán 
sus competencias, que en todo caso serán la asistencia al 

Presidente en sus funciones y ejercer las competencias 
que le hayan sido delegadas.

La Comisión Especial de Cuentas tiene como ob-
jetivo el examen, estudio e informe de las cuentas, pre-
supuestarias y extrapresupuestarias, que deba aprobar 
la Asamblea de la mancomunidad y, en especial, de la 
Cuenta General que han de rendir las mancomunidades. 

El Presidente de la mancomunidad será elegido 
por la Asamblea, de entre sus miembros. Ostentará las 
competencias atribuidas por la legislación estatal y auto-
nómica y, en concreto, representará a la mancomunidad, 
dirigirá el gobierno y la administración mancomunada, así 
como convocará y presidirá las sesiones de los órganos 
colegiados. Por su parte, la función del Vicepresidente, 
nombrado por la Asamblea conforme a los estatutos, será 
la de sustituir al Presidente en los casos de ausencia, 
enfermedad o impedimento que imposibilite a éste para 
el ejercicio de sus atribuciones, así como desempeñar 
las funciones del Presidente en los supuestos de vacante 
y todas aquellas que le sean atribuidas en virtud de los 
estatutos de la mancomunidad.

De forma general, el artículo 4.3 LRBRL establece 
que corresponden a las mancomunidades de municipios, 
para la prestación de los servicios o la ejecución de las 
obras de su competencia, las potestades que explicamos 
de forma general para las entidades locales (artículo 4.1 
LRBRL) que determinen sus Estatutos y, en defecto de 
previsión estatutaria, todas aquellas que sean necesarias 
para el cumplimiento de sus fines, dentro del marco legal. 
De forma específica, el artículo 5 LMELMEx se refiere a 
las competencias que pueden asumir las mancomunida-
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des (por ejemplo, las potestades reglamentaria y de auto 
organización; o de ejecución forzosa y sancionadora), 
pero sin llegar a asumir, en ningún caso, la totalidad de 
competencias de los municipios y entidades locales 
menores que las componen. En Extremadura las Man-
comunidades suelen tener competencias en materia de 
gestión y recogida selectiva de residuos, tratamiento de 
aguas residuales, servicios sociales de base, políticas 
de igualdad, conservación de caminos y carreteras o 
escuelas de formación financiadas por la Unión Europea.

3 La presencia de la Administración Periférica  
en el Estado Autonómico

Aunque pertenezcan al Estado, debemos referirnos a la 
Administración territorial o periférica, porque su ámbito 
de actuación se solapa con el que estamos estudiando. 
Como disponen los artículos 69 y siguientes de la Ley 
40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector 
Público (LRJSP), conforman la Administración periférica 
de la Administración General del Estado los Delegados 
del Gobierno en las CCAA y los Subdelegados del Go-
bierno en las Provincias. 

3.1 Delegados del Gobierno

El artículo 154 CE establece que en el territorio de la 
Comunidad Autónoma será un delegado nombrado 
por el Gobierno de la Nación (central) quien dirigirá la 
Administración General del Estado (correspondiente al 
Estado central, equivalente a la República portuguesa) y 

quien la coordine, cuando proceda, con la administración 
autonómica y con la de las entidades locales radicadas 
en ella. Existirá una Delegación del Gobierno en cada 
una de las CCAA, cuya sede se hallará en la localidad en 
que radique el Consejo de Gobierno de dicha Comuni-
dad, salvo decisión del Consejo de Ministros o previsión 
estatutaria en contrario. En el caso de Extremadura, de 
hecho, la Delegación del Gobierno está en Badajoz, no 
en Mérida, que es la capital autonómica. 

Los Delegados del Gobierno dependen orgáni-
camente del Presidente del Gobierno de la Nación y 
funcionalmente del Ministerio competente por razón 
de la materia. Representan al Gobierno de la Nación en 
el territorio de la respectiva Comunidad Autónoma, sin 
perjuicio de la representación ordinaria del Estado en 
las mismas a través de sus respectivos Presidentes. Son 
nombrados y separados por Real Decreto del Consejo 
de Ministros, a propuesta del Presidente del Gobierno 
nacional, siguiendo criterios de competencia profesional 
y experiencia.

Conforme a lo establecido en el artículo 73 LR-
JSP, son de resaltar algunas competencias, como las 
siguientes:

—    �Dirección y coordinación de la Administración Ge-
neral del Estado (AGE) y sus Organismos públicos. 

—    �Información de la acción del Gobierno e información 
a los ciudadanos. 

—    ��Ejercicio de la potestad sancionadora, expropiatoria y 
cualquier otra que le sea conferida, bien legalmente, 
bien por desconcentración o delegación. Destaca 
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aquí la capacidad de sancionar las infracciones 
administrativas así denunciadas por las Fuerzas 
y Cuerpos de Seguridad del Estado en materia de 
seguridad ciudadana.

—    �Protección del libre ejercicio de los derechos y 
libertades y garantía de la seguridad ciudadana, a 
través de los Subdelegados del Gobierno y de las 
Fuerzas y Cuerpos de seguridad del Estado, cuya 
jefatura corresponderá al Delegado del Gobierno, 
quien ejercerá las competencias del Estado en esta 
materia bajo la dependencia funcional del Ministerio 
del Interior.

Es decir, al igual que hacía en Portugal el Gobernador 
civil del Distrito, el Delegado del Gobierno español sigue 
coordinando las fuerzas de policía y sigue siendo el en-
cargado del orden público en la Comunidad Autónoma a 
la que está adscrito, siempre bajo las órdenes del corres-
pondiente Ministro del Gobierno nacional. En el ámbito 
de la cooperación transfronteriza Extremadura-Portugal 
en materia de seguridad pública y ciudadana es el De-
legado del Gobierno, por tanto, el principal interlocutor 
con las instituciones portuguesas.

3.2 Subdelegados del Gobierno

En cada una de las provincias de las CCAA pluripro-
vinciales, existirá un Subdelegado del Gobierno, bajo 
la inmediata dependencia del Delegado del Gobierno. 
Por tanto, en Extremadura contamos con dos Subdele-
gaciones: una en Cáceres y otra en Badajoz.

El Subdelegado del Gobierno tendrá nivel de Sub-
director General y será nombrado por el Delegado de 
Gobierno de la Comunidad a la que pertenezca dicha 
provincia, mediante el procedimiento de libre designa-
ción entre funcionarios de carrera del Estado, de las 
Comunidades Autónomas o de las Entidades Locales.

El artículo 75 LRJSP establece las competencias de 
los Subdelegados del Gobierno, resaltando las siguientes:

—    ��Proteger el libre ejercicio de los derechos y liberta-
des, garantizando la seguridad ciudadana, todo ello 
dentro de las competencias estatales en la materia. 
A estos efectos, dirigirá las Fuerzas y Cuerpos de 
Seguridad del Estado en la provincia.

—    ��Dirigir y coordinar la protección civil en el ámbito 
de la provincia.

—    ��Dirigir, en su caso, los servicios integrados de la AGE, 
de acuerdo con las instrucciones del Delegado del 
Gobierno y de los Ministerios correspondientes; e 
impulsar, supervisar e inspeccionar los servicios 
no integrados.

—    ��Ejercer la potestad sancionadora y cualquier otra 
que les confiera las normas o que les sea descon-
centrada o delegada.
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